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La lista de acreedores es una herra-
mienta fundamental del procedimiento concur-
sal. Y tanto que lo es. Además de que la inclu-
sión de un crédito en la lista definitiva de 
acreedores se equiparará en su caso a una 
sentencia de condena firme (art.178.2 LC). El 
legislador ha decidido en interés del concurso 
que sea lo suficientemente flexible, pudiendo 
cambiarse o mudarse con relativa facilidad. 
Los límites de esta mudanza vienen dados por 

los preceptos relativos a la comunicación y al 
reconocimiento de créditos. Particular interés 
adquiere, en consecuencia, la interpretación 
de los artículos 96 bis (comunicaciones poste-
riores de créditos), 97 (Consecuencias de la 
falta de impugnación y modificaciones poste-
riores), 97 bis (Procedimiento de modificación 
de la lista de acreedores) y 97 ter de la Ley 
Concursal (Efectos de la modificación). La sola 
rúbrica de estos preceptos alerta ya sobre los 
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eventuales cambios a los que puede verse 
sometida la lista de acreedores. El proyecto de 
inventario y de la lista de acreedores del art. 
95. 1 LC es mudable, pero también lo es el 
texto definitivo de la lista de acreedores del art. 
97 bis LC. Un momento determinante de la 
confección de esta lista es el plazo general de 
comunicación de créditos, que en todo caso 
convivirá con una posible comunicación de 
créditos posterior a este plazo. Los acreedores 
concursales deben comunicar sus créditos a la 
administración concursal (por escrito o por 
medios electrónicos -arts. 29.4 y 85.2 LC-) en 
el plazo de un mes desde el día siguiente a la 
publicación en el BOE del auto declarativo del 
concurso. La comunicación de créditos poste-
rior a este plazo general debe producirse, en 
su caso, entre la conclusión del plazo de im-
pugnación de la lista de acreedores y la pre-
sentación del texto definitivo. De este modo 
podrán incluirse en este texto definitivo de la 
lista los créditos reconocidos tras esa comuni-
cación. No olvidemos tampoco, como sabe-
mos, que el reconocimiento o no de esos cré-
ditos (comunicados fuera del plazo general) 
puede después ser impugnado. Nos encontra-
ríamos, por lo tanto, en uno de los supuestos 
en que es posible ya la modificación de la lista 
de acreedores definitiva (art. 96.bis LC). 

El art. 97. 3 LC establece como regla 
general que, con las salvedades que el pre-
cepto enumera, “(…) quienes no impugnaren 
en tiempo y forma el inventario o la lista de 
acreedores no podrán plantear pretensiones 
de modificación del contenido de estos docu-
mentos, aunque sí podrán recurrir contra las 
modificaciones introducidas por el juez al re-
solver otras impugnaciones”. Es una declara-
ción destinada a proporcionar seguridad jurídi-
ca al procedimiento y, sobre todo, a sentar las 
bases que permitan realizar un juicio de valor 

lo más acertado -y presto- posible sobre la so-
lución más idónea a la crisis patrimonial del 
deudor concursado que el concurso represen-
ta. Aunque hay supuestos que a juicio del le-
gislador justifican excepcionar esta regla gene-
ral. Los casos en los que se permiten las modi-
ficaciones del texto definitivo de la lista de 
acreedores son: “ 1.º Cuando se resuelva la 
impugnación de las modificaciones previstas 
en el artículo 96 bis. (…) 2.º Cuando después 
de presentado el informe inicial a que se refie-
re el artículo 74 o el texto definitivo de la lista 
de acreedores, se inicie un procedimiento ad-
ministrativo de comprobación o inspección del 
que pueda resultar créditos de Derecho Públi-
co de las Administraciones públicas y sus or-
ganismos públicos (…) 3.º Cuando después de 
presentado el informe inicial a que se refiere el 
artículo 74 o el texto definitivo de la lista de 
acreedores, se inicie un proceso penal o labo-
ral que pueda suponer el reconocimiento de un 
crédito concursal (…) 4.º Cuando después de 
presentados los textos definitivos, se hubiera 
cumplido la condición o contingencia prevista o 
los créditos hubieran sido reconocidos o con-
firmados por acto administrativo, por laudo o 
por resolución procesal firme o susceptible de 
ejecución provisional con arreglo a su natura-
leza o cuantía”. Pese a esta comunicación tar-
día, y por la propia naturaleza de las excep-
ciones, se opta igualmente por evitar la subor-
dinación por esta causa. Así se dispone que 
“Caso de resultar reconocidos, tendrán la cla-
sificación que les corresponda con arreglo a su 
naturaleza, sin que sea posible su subordina-
ción al amparo del artículo 92.1.º”. No parece, 
por cierto, que esta última previsión resulte 
aplicable a la resolución de posibles impugna-
ciones planteadas al amparo del art.96 bis LC. 
Recuérdese que este último precepto prevé, 
para las comunicaciones posteriores, que es-
tos créditos “ (…) serán reconocidos conforme 
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a reglas generales y en su clasificación se es-
tará a lo dispuesto en el artículo 92.1.º salvo 
que el acreedor justifique no haber tenido noti-
cia antes de su existencia, en cuyo caso se 
clasificarán según su naturaleza”. No tendría 
sentido, por lo tanto, que el solo hecho de la 
impugnación lo hiciese de mejor condición.  

El TS fija ahora expresamente, a propó-
sito de uno de los supuestos referenciados, la 
doctrina sobre el límite temporal previsto en el 
art. 97 bis 1 de la Ley Concursal para solicitar 
la modificación de la lista definitiva de acree-
dores. Lo hace en la STS de 28 de noviembre 
de 2016 cuyo ponente es Sancho Gargallo.  

Recordemos que el art. 97 bis LC preci-
sa el procedimiento de modificación de la lista 
de acreedores. Y se concreta tanto la forma en 
que ha de solicitarse tal modificación por el 
acreedor interesado como el límite temporal al 
que está sometida una solicitud semejante. 
Establece, en este sentido, que “La modifica-
ción del texto definitivo de la lista de acreedo-
res sólo podrá solicitarse antes de que recaiga 
la resolución por la que se apruebe la propues-
ta de convenio o se presente en el juzgado los 
informes previstos en los apartados segundo 
de los artículos 152 y 176 bis (…)” y que “ (…) 
A tal efecto los acreedores dirigirán a la admi-
nistración concursal una solicitud con justifica-
ción de la modificación pretendida, así como 
de la concurrencia de las circunstancias pre-
vistas en este artículo. La administración con-
cursal en el plazo de cinco días informará por 
escrito al juez sobre la solicitud (art.97 bis.1 
LC)”. Este informe podrá ser favorable o con-
trario al reconocimiento que se pretende, pu-
diendo originar en su caso un incidente con-
cursal: “(…) Presentado el informe, si fuera 
contrario al reconocimiento, se rechazará la 
solicitud salvo que el solicitante promueva in-
cidente concursal en el plazo de diez días, en 

cuyo caso se estará a lo que se decida en el 
mismo. Si el informe es favorable a la modifi-
cación pretendida, se dará traslado a las par-
tes personadas por el término de diez días. Si 
no se efectúan alegaciones o no son contra-
rias a la pretensión formulada, el juez acordará 
la modificación por medio de auto sin ulterior 
recurso. En otro caso, el juez resolverá por 
medio de auto contra el que cabe interponer 
recurso de apelación” (art.97.bis 2 LC). 

De un incidente de este tipo trae causa 
la STS cuya doctrina se expone. La controver-
sia es la siguiente. La secuencia temporal, da-
da la naturaleza del asunto a resolver, es de 
extraordinario interés En el concurso de una 
determinada sociedad el juzgado aprobó el 
convenio aceptado por los acreedores. Esta 
aprobación judicial se produce el 4 de febrero 
de 2013. Con posterioridad, el 28 de febrero 
de 2013, se inició la fase de liquidación a ins-
tancia del propio deudor. Y es el 6 de junio de 
2013 cuando la TGSS insta un incidente con-
cursal solicitando que se modifique la lista de 
acreedores variando el importe de su crédito. 
Tal petición la sustenta en el art. 97.3.2º LC, 
en tanto que tal variación es consecuencia de 
su actividad inspectora y de la consiguiente 
certificación de fecha 19 de abril de 2013. 

El motivo del recurso de casación fue la 
infracción del apartado 1 del art. 97 bis LC. El 
límite temporal previsto en el art. 97 bis 1 LC 
para solicitar la modificación de la lista definiti-
va de acreedores se convierte, de este modo, 
en el centro de la controversia que se plantea 
en la sentencia indicada. La particularidad del 
supuesto reside en que la acreedora, en este 
caso la TGSS, solicita la modificación del cré-
dito que tiene reconocido en el texto definitivo 
de la lista de acreedores. Y lo hace - como 
hemos referido- después de que se hubiera 
aprobado judicialmente un convenio, pero una 
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vez abierta la fase de liquidación tras frustrar-
se el cumplimiento del convenio aprobado. La 
STS es especialmente relevante porque las 
sentencias de instancia, además, desestima-
ron la pretensión de modificación del texto de-
finitivo de la lista de acreedores. El Tribunal 
Supremo, sin embargo, estima el recurso de 
casación interpuesto por la demandante: ca-
sando la sentencia recurrida y estimando la 
demanda. La sentencia asume las naturales 
dudas interpretativas que podía originar el pre-
cepto y buena muestra de ello es que evita la 
condena en costas de la demandada en nin-
guna de las instancias: «Aunque han resultado 
estimadas íntegramente las pretensiones ejer-
citadas por la TGSS en su demanda, enten-
demos que en la instancia existían serias du-
das de derecho que justifican la no imposición 
de costas en primera instancia (art. 394 
LEC)». 

La Audiencia desestimó la demanda, y 
no atendió a la modificación propuesta, porque 
no se cumplió con la exigencia contenida en el 
art. 97 bis LC respecto del momento en que 
debe ser solicitada la modificación de los tex-
tos definitivos. Para la Audiencia, igual que pa-
ra la primera instancia, esta solicitud fue pre-
sentada de forma extemporánea. Sostiene la 
Audiencia, en particular, que la solicitud se hi-
zo «con posterioridad a que se hubiera abierto 
la liquidación». También la primera instancia 
había rechazado la modificación por extempo-
ránea, aunque porque «(…) la solicitud fue 
presentada después de que se hubiese dicta-
do la sentencia que aprobó el convenio».  
(amén de considerar no acreditado, como en 
cambio sí lo estimó la Audiencia, que tal modi-
ficación fuese consecuencia de un procedi-
miento de inspección o comprobación abierto 
con posterioridad a la presentación de la lista 
definitiva). 

En el Recurso de Casación se denun-
cia, en un único motivo, la infracción del apar-
tado 1 del art. 97 bis LC. Este precepto fue in-
troducido por la Ley 38/2011, de 10 de octu-
bre, de reforma de la Ley 22/2003, de 9 de ju-
lio, Concursal (en virtud de su Disposición 
transitoria cuarta se aplicaría a los concursos 
en tramitación cuando los textos definitivos no 
se hubiesen presentado).  En el art.97 bis, 
apartado 1, se prevé que «La modificación del 
texto definitivo de la lista de acreedores sólo 
podrá solicitarse antes de que recaiga la reso-
lución por la que se apruebe la propuesta de 
convenio o se presente en el juzgado los in-
formes previstos en los apartados segundo de 
los artículos 152 y 176 bis». Para el recurrente 
la solicitud respetó el límite temporal previsto 
legalmente porque, abierta la liquidación, se 
presentó antes de que se hubieran emitido los 
informes de los arts. 152 y 176 bis LC.  

 ¿Cuáles son estos informes? No hay 
duda respecto al informe sobre la conclusión 
de la liquidación de la masa activa: art. 152.2. 
LC: «2. Dentro del mes siguiente a la conclu-
sión de la liquidación de la masa activa y, si 
estuviera en tramitación la sección sexta, den-
tro del mes siguiente a la notificación de la 
sentencia de calificación, la administración 
concursal presentará al juez del concurso un 
informe final justificativo de las operaciones 
realizadas y razonará inexcusablemente que 
no existen acciones viables de reintegración 
de la masa activa ni de responsabilidad de ter-
ceros pendientes de ser ejercitadas ni otros 
bienes o derechos del concursado. No impedi-
rá la conclusión que el deudor mantenga la 
propiedad de bienes legalmente inembarga-
bles o desprovistos de valor de mercado o cu-
yo coste de realización sería manifiestamente 
desproporcionado respecto de su previsible 
valor venal (…) También incluirá una completa 
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rendición de cuentas, conforme a lo dispuesto 
en esta Ley. La administración concursal ad-
juntará dicho informe mediante comunicación 
telemática a los acreedores de cuya dirección 
electrónica se tenga conocimiento» (redactado 
por el número 6 del apartado dos del artículo 
único de la Ley 9/2015, de 25 de mayo, de 
medidas urgentes en materia concursal). Res-
pecto al otro informe, y vista las dudas que 
genera la redacción del precepto, bien podría 
entenderse que no es tal: sino la comunicación 
prevista en el apartado segundo del art. 
176.bis LC. Dispone este precepto que «Tan 
pronto como conste que la masa activa es in-
suficiente para el pago de los créditos contra la 
masa, la administración concursal lo comuni-
cará al juez del concurso, que lo pondrá de 
manifiesto en la oficina judicial a las partes 
personadas (…) Desde ese momento, la ad-
ministración concursal deberá proceder a pa-
gar los créditos contra la masa conforme al or-
den siguiente, y, en su caso, a prorrata dentro 
de cada número, salvo los créditos imprescin-
dibles para concluir la liquidación (…). Otra 
opción, quizá más razonable a nuestro juicio, 
es que la remisión sea al informe del apartado 
tercero que ha de presentarse ante el juez del 
concurso: es decir, el informe justificativo de la 
administración concursal en el que, una vez 
distribuida la masa activa,  « (…) afirmará y 
razonará inexcusablemente que el concurso 
no será calificado como culpable y que no 
existen acciones viables de reintegración de la 
masa activa ni de responsabilidad de terceros 
pendientes de ser ejercitadas o bien que lo 
que se pudiera obtener de las correspondien-
tes acciones no sería suficiente para el pago 
de los créditos contra la masa (...) ». Informe, 
al fin, que se pondrá de manifiesto en la oficina 
judicial por quince días a todas las partes per-
sonadas. Esta segunda opción, a favor de la 
remisión a tal informe – y no a la comunicación 

del apartado segundo-, no es compartida por 
la sentencia comentada. Pero no creemos que 
haya razones para establecer el límite tempo-
ral de la solicitud de modificación de la lista 
definitiva en la comunicación de la insuficien-
cia de la masa activa. La interpretación literal 
del precepto, que alude a informes, parece in-
vitar a tomar como preferente esta opción. Y 
más aún cuando el TS ha acogido una inter-
pretación flexible de los límites temporales que 
el precepto establece. El mismo TS declara 
que «La facultad de la TGSS de solicitar la 
modificación del importe de sus créditos con-
cursales, con los requisitos del art. 97.3. 2º LC, 
es un derecho que debe preservarse mientras 
sea posible hacerlo valer». No olvidemos, en 
este particular, que la inclusión de un crédito 
en la lista definitiva de acreedores se equipa-
rará en su caso a una sentencia de condena 
firme (art.178.2 LC). 

El TS, independientemente de este 
pormenor (que en realidad no es tal) estima el 
recurso de casación interpuesto. Y ha puesto 
especial empeño en sentar doctrina sobre la 
cuestión planteada en casación. Hasta el pun-
to de que el Fundamento de Derecho Tercero 
tiene por rúbrica la de fijación de doctrina ju-
risprudencial. Y otro tanto vuelve a suceder 
con el mismo fallo de la sentencia, en el que 
proclama expresamente fijar la siguiente doc-
trina jurisprudencial: primero, que « (…) El lí-
mite temporal previsto en el art. 97 bis.1 LC 
para solicitar la modificación de la lista definiti-
va de acreedores al amparo del art. 97.3 LC, 
varía según se esté en fase de cumplimiento 
del convenio o de liquidación»;  segundo, que 
« (…) Cuando la modificación se solicita du-
rante la fase de liquidación, con independencia 
de que haya venido o no precedida de una 
aprobación judicial de convenio, el límite tem-
poral aplicable es el propio de la liquidación: la 
presentación de cualquiera de los dos infor-
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mes previstos en el art. 152.2 LC y el art. 
176bis.1 LC»; y tercero, que « (…) Frustrado 
el convenio y abierta la fase de liquidación, 
sobre la posterior petición de modificación de 
la lista de acreedores sólo resulta oponible el 
límite temporal previsto en el art. 97.bis.1 LC 
para la liquidación». 

Esta fijación de doctrina en sentido es-
tricto se completa con otras afirmaciones de 
interés que se vierten en la sentencia. El TS, 
de este modo, estima que «El precepto esta-
blece un límite temporal para solicitar la modi-
ficación de la lista definitiva de acreedores, 
que, lógicamente, varía según se opte por 
concluir el concurso mediante la aprobación y 
cumplimiento del convenio o se acuda a la li-
quidación». Esto se justifica por razones de 
distinta índole, que valoran de un modo princi-
pal tanto la seguridad jurídica como el derecho 
de los acreedores a ver reconocido su crédito 
en el concurso, así como la naturaleza de las 
fases de convenio y de liquidación que se con-
templan. Por estas razones precisa que: «En 
caso de convenio, el momento preclusivo es la 
aprobación judicial del convenio, pues a partir 
de entonces comienza a producir efectos y 
conviene primar la seguridad jurídica que pro-
porciona que los importes de los créditos con-
cursales que deban ser satisfechos en la fase 
de cumplimiento de convenio no se vean in-
crementados (…) En el caso de la liquidación, 
el momento preclusivo será el informe justifica-
tivo de las operaciones realizadas, una vez 
concluida la liquidación de la masa activa ( art. 
152.2 LC ) o bien la comunicación de insufi-
ciencia de la masa activa para el pago de los 
créditos contra la masa del art. 176 bis LC». 
Esta última consideración, como hemos expli-
cado anteriormente, es a nuestro juicio discuti-
ble: porque para nosotros no es la comunica-
ción de la insuficiencia de la masa activa el 

momento preclusivo, sino el informe del apar-
tado tercero del art.176.bis. LC. 

También ha de valorarse, ya en la liqui-
dación, el carácter ordinario o extraordinario 
de la situación en la que se emitirán los infor-
mes a los que se refiere el apartado primero 
del art.97 bis LC: «En realidad, dentro de la 
liquidación son dos situaciones distintas. En la 
«extraordinaria» de insuficiencia de la masa 
activa, la preclusión para modificar la lista de 
acreedores concursales viene justificada por-
que a partir de entonces pasa a ser irrelevante 
dicha modificación, en la medida en que, como 
no existen bienes ni para pagar los créditos 
contra la masa, se constata que los concursa-
les no cobrarán nada. En la «ordinaria», la 
preclusión se fija en la conclusión de las ope-
raciones de liquidación, previa a la conclusión 
del concurso, que presupone la realización de 
todos los activos y el destino de lo obtenido al 
pago de los créditos».  

El TS, aplicando esta doctrina al caso 
particular, sostiene que «Es obvio que si no se 
hubiera frustrado el cumplimiento del convenio 
y se mantuviera la fase de cumplimiento, la 
TGSS no podía instar la modificación de su 
crédito porque se había cumplido el reseñado 
término legal que lo impedía en atención a la 
ratio o razón expuesta (…) Pero si el convenio 
se incumple o, antes incluso de incumplirse, se 
solicita y acuerda la liquidación ante la previ-
sión de que no podrá cumplirse, aquel momen-
to preclusivo de la aprobación judicial de con-
venio ya no tiene sentido respecto de la fase 
de liquidación. En fase de liquidación, el mo-
mento preclusivo para la solicitud de modifica-
ción de la lista de acreedores es el propio, que 
opera en atención a su propia ratio (…) La so-
licitud de modificación de la lista de acreedo-
res por la TGSS, al amparo del art. 97.3.2º LC 
, se realizó después de que se hubiera abierto 
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la fase de liquidación y antes de que se hubie-
ra presentado cualquiera de los dos informes 
previstos en el art. 152.2 LC y el art. 176 bis.1 
LC . Resulta irrelevante que antes de la aper-
tura de la fase de liquidación se hubiera apro-
bado judicialmente un convenio, pues ese lími-
te temporal de la aprobación judicial sólo hu-
biera operado en caso de que la modificación 
hubiera sido solicitada en el periodo de cum-
plimiento del convenio (…)Frustrado el conve-
nio y abierta la fase de liquidación, sobre la 
petición de modificación de la lista de acreedo-
res sólo resulta oponible el límite temporal 
previsto en el art. 97.bis.1 LC para la liquida-
ción». Una apreciable sentencia, sin duda. 

 


